
Registro digital: 2026556 
Instancia: Primera Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa, Constitucional 
Tesis: 1a./J. 78/2023 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
DERECHO HUMANO AL AGUA. CONTENIDO Y ALCANCE DE LAS OBLIGACIONES 
GENERALES DEL ESTADO MEXICANO EN MATERIA DE ESTE DERECHO. 
Hechos: Diversas personas, físicas y morales, presentaron demanda de amparo indirecto en contra de tres autoridades encargadas de la 
protección del ambiente y de los recursos hídricos del Estado, de quienes reclamaron la omisión de adoptar medidas en aras de preservar 
los recursos hídricos del Acuífero Principal de la Región Lagunera clave 0523 en el Estado de Coahuila de Zaragoza, Región 
Hidrológico-Administrativa Cuencas Centrales del Norte. Seguida la secuela procesal correspondiente, el Juzgado de Distrito del 
conocimiento sobreseyó en el juicio por falta de interés legítimo de la parte quejosa. En contra de esa determinación, se interpuso recurso 
de revisión. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que las obligaciones del Estado Mexicano en 
materia de protección del derecho humano al agua son: 1) Obligaciones de respetar: a) Abstenerse de toda práctica o actividad que 
reduzca, deniegue y/o restrinja el acceso al agua potable en condiciones de igualdad; y b) Abstenerse de inmiscuirse arbitrariamente en los 
sistemas consuetudinarios o tradicionales de distribución de agua; 2) Obligaciones de proteger: a) Impedir que terceros menoscaben en 
modo alguno el disfrute del derecho al agua, es decir, por particulares, grupos, empresas u otras entidades, así como quienes obren en su 
nombre; b) Adoptar las medidas legislativas o de otra índole que sean necesarias y efectivas para impedir que terceros denieguen el 
acceso al agua en condiciones de igualdad; c) Adoptar medidas legislativas o de otra índole para impedir que terceros contaminen el agua; 
d) Adoptar medidas legislativas o de otra índole para impedir que terceros exploten de forma inequitativa los recursos de agua, con 
inclusión de las fuentes naturales, los pozos y otros sistemas de distribución de agua, esto es, cuando los servicios de suministro de agua 
(como las redes de canalización, las cisternas y los accesos a ríos o pozos) sean explotados o estén controlados por terceros, el Estado 
debe impedirles que menoscaben el acceso físico en condiciones de igualdad y a un costo razonable a recursos de agua suficientes, 
salubres y aceptables; y e) Para dar cumplimiento a la obligación previa, el Estado debe establecer un sistema normativo eficaz que prevea 
la supervisión independiente de esos terceros, una auténtica participación pública en esas cuestiones y la imposición de multas por 
incumplimiento; 3) Obligaciones de cumplir: a) Preservar el agua; b) Reconocer el derecho al agua en el ordenamiento político y jurídico 
nacional, preferentemente mediante la aplicación de leyes; c) Reconocer al agua como un bien económico; d) Adoptar estrategias y 
programas amplios e integrados para velar que las generaciones presentes y futuras dispongan de agua suficiente y salubre, mediante 
estrategias como: la reducción de recursos hídricos por extracción, desvío o contención; la eliminación de la contaminación, la vigilancia de 
las reservas, la seguridad de que cualquier mejora propuesta no obstaculice su acceso, el examen de las repercusiones de las medidas en 
la disponibilidad del agua y sus cuentas, el aumento del uso eficiente por los consumidores; la reducción del desperdicio durante su 
distribución, y la creación de instituciones apropiadas para la aplicación de esas estrategias y programas; e) Adoptar medidas positivas, así 
como una estrategia y un plan de acción nacionales en materia de recursos hídricos para el ejercicio de este derecho; f) Suministrar agua 
salubre, teniendo en cuenta los peligros y riesgos de la contaminación al medio ambiente; g) Difundir información adecuada sobre el uso 
higiénico del agua, la protección de sus fuentes y los métodos para reducir sus desperdicios; h) Garantizar y facilitar el acceso al agua pura 
y a su saneamiento por un precio asequible y sin discriminación, particularmente en zonas rurales y zonas urbanas desfavorecidas; i) para 
garantizar que el agua sea asequible, adoptar medidas como: la utilización de un conjunto de técnicas y tecnologías económicas; políticas 
adecuadas en materia de precios –como el suministro de agua a título gratuito o de bajo costo–; y, suplementos de ingresos; j) Gestionar 
eficazmente los recursos hídricos a través de un enfoque integrado que concilie el desarrollo económico y social con la protección de los 
ecosistemas naturales; k) Evitar la descarga de sustancias tóxicas en cantidades o concentraciones letales en el agua; l) Tomar todas las 
medidas posibles para impedir la contaminación del agua; m) Aplicar políticas ambientales que aseguren que las actividades que se lleven 
a cabo dentro de su jurisdicción o bajo su control no perjudiquen al medio ambiente; n) Controlar, evitar, reducir y eliminar eficazmente los 
efectos perjudiciales que puedan tener, para el medio ambiente y para el agua, las actividades que se realicen en cualquiera de sus 
esferas; ñ) Lograr una mejora sustancial en las normas y los niveles de los servicios de suministro de agua potable y saneamiento 
ambiental; y o) Para el año 2030, lograr el acceso universal y equitativo de agua potable a un precio asequible para todos, es decir, sin 
discriminación. 
Justificación: El fundamento en sede nacional del derecho humano al agua son los artículos 4o., párrafo quinto; 27; 115, fracción III, inciso 
a); y 122, apartado C, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; sin embargo, debe destacarse que estas disposiciones 
no otorgan elementos que garanticen su eficacia y ejercicio como un derecho fundamental. No obstante, su naturaleza como "derecho 
humano" auténtico está reconocida en fuentes internacionales, principalmente en la Observación General No. 15: El derecho al agua 
(artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales) del Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales de la Organización de las Naciones Unidas, en la que se establece que el agua es un recurso natural limitado y un bien público 
fundamental para la vida y la salud; y, como derecho humano es indispensable para vivir dignamente y una condicionante previa para la 
realización de otros derechos. Ahora bien, el derecho al agua entraña tanto libertades como derechos. Las "libertades" consisten en el 
derecho a mantener el acceso a un suministro de agua necesario para ejercerlo y a no ser objeto de injerencias arbitrarias, como no sufrir 
cortes arbitrarios en su suministro o a no contaminar los recursos hídricos. En cambio, los "derechos" comprenden el acceso a un sistema 
de abastecimiento y gestión del agua que ofrezca a la población iguales oportunidades para disfrutarla. Además, –como se anticipó– el 
agua debe recibir trato como bien social y cultural, y nunca fundamentalmente como un bien económico. Así, las obligaciones a las que ya 
se hizo mención tienden a garantizar el efectivo ejercicio y goce de este derecho humano. 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 543/2022. Luis Eduardo Pedroza García y otros. 1 de marzo de 2023. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo 
de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
y Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Pablo 
Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa Pastrana. 
Tesis de jurisprudencia 78/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada de veinticuatro de mayo de 
dos mil veintitrés.  



Esta tesis se publicó el viernes 02 de junio de 2023 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera 
de aplicación obligatoria a partir del lunes 05 de junio de 2023, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 
1/2021. 
 
Registro digital: 2026559 
Instancia: Primera Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa, Constitucional 
Tesis: 1a./J. 83/2023 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
DERECHO HUMANO AL AGUA. LAS GARANTÍAS DE LA ACCESIBILIDAD SON: FÍSICA, 
ECONÓMICA, NO DISCRIMINACIÓN Y ACCESO A LA INFORMACIÓN. 
Hechos: Diversas personas, físicas y morales, presentaron demanda de amparo indirecto en contra 
de tres autoridades encargadas de la protección del ambiente y de los recursos hídricos del Estado, 
de quienes reclamaron la omisión de adoptar medidas en aras de preservar los recursos hídricos del 
Acuífero Principal de la Región Lagunera clave 0523 en el Estado de Coahuila de Zaragoza, Región 
Hidrológico-Administrativa Cuencas Centrales del Norte. Seguida la secuela procesal 
correspondiente, el Juzgado de Distrito del conocimiento sobreseyó en el juicio por falta de interés 
legítimo de la parte quejosa. En contra de esa determinación, se interpuso recurso de revisión. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve que son 
garantías de la accesibilidad del derecho humano al agua las siguientes: 1) física, que implica que 
debe poder accederse a un suministro de agua suficiente, salubre y aceptable, en cada hogar, 
institución educativa o lugar de trabajo o cercanías inmediatas; 2) económica, que implica que los 
costos, directos e indirectos, asociados con el abastecimiento de agua deben ser asequibles y nunca 
comprometer el ejercicio de otros derechos; 3) no discriminación, que quiere decir que el agua y sus 
instalaciones no pueden ser negados a persona alguna, mucho menos a sectores vulnerables y 
marginados de la población; y 4) acceso a la información, que implica que toda persona tiene 
derecho a solicitar, recibir y difundir información sobre cuestiones de agua. 
Justificación: Tales garantías fueron reconocidas en la Observación General No. 15 (2002): el 
derecho al agua (artículos 11 y 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales) del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la Organización de las 
Naciones Unidas; que, a su vez, dispuso que el derecho al agua es de carácter prestacional 
(económico, social, cultural y ambiental) y es indispensable para que las personas vivan dignamente, 
así como condicionante previa para la realización de otros derechos. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 543/2022. Luis Eduardo Pedroza García y otros. 1 de marzo de 2023. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y la Ministra Ana 
Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Ministro 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Pablo Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa 
Pastrana. 
 
Tesis de jurisprudencia 83/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veinticuatro de mayo de dos mil veintitrés.  
Esta tesis se publicó el viernes 02 de junio de 2023 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 05 de junio de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 
 
 
 



 
 
 
 
Registro digital: 2026571 
Instancia: Primera Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa, Común 
Tesis: 1a./J. 79/2023 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
INTERÉS LEGÍTIMO PARA PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN MATERIA 
AMBIENTAL. LO TIENEN LAS PERSONAS BENEFICIARIAS DE LOS SERVICIOS AMBIENTALES 
QUE PRESTA EL ECOSISTEMA AFECTADO. 
Hechos: Diversas personas, físicas y morales, presentaron demanda de amparo indirecto en contra de 
tres autoridades encargadas de la protección del ambiente y de los recursos hídricos del Estado, de 
quienes reclamaron la omisión de adoptar medidas en aras de preservar los recursos hídricos del Acuífero 
Principal de la Región Lagunera clave 0523 en el Estado de Coahuila de Zaragoza, Región 
Hidrológico-Administrativa Cuencas Centrales del Norte. Seguida la secuela procesal correspondiente, el 
Juzgado de Distrito del conocimiento sobreseyó en el juicio por falta de interés legítimo de la parte 
quejosa. En contra de esa determinación, se interpuso recurso de revisión. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el interés 
legítimo en el juicio de amparo indirecto en materia ambiental se acredita con la sola existencia de un 
vínculo entre quien alega ser titular del derecho y los servicios ambientales que presta el ecosistema 
presuntamente vulnerado, vínculo que surge cuando la parte quejosa demuestra habitar o utilizar su 
"entorno adyacente", esto es, zonas o espacios geográficos en los que impactan los servicios ambientales 
que prestan los ecosistemas y que benefician a los seres humanos y al propio medio ambiente; sin que 
para ello sea necesario demostrar que el daño al medio ambiente existe efectivamente pues, atendiendo 
al principio de precaución referido, tal circunstancia debe constituir la materia de fondo del juicio. 
Justificación: El análisis sobre la actualización del interés legítimo en juicios ambientales se rige por los 
principios que norman esta materia, esto es, a la luz del principio de participación ciudadana y el 
correlativo de iniciativa pública, por virtud de los cuales el Estado tiene la obligación de fomentar la 
participación de la ciudadanía en la defensa del medio ambiente y crear entornos propicios para este 
efecto. Por ese motivo, esta Primera Sala tiene la obligación de hacer una interpretación amplia en 
relación con la legitimación activa en el juicio de amparo en materia ambiental, aunque siempre 
identificando que quien acuda al juicio de amparo acredite ser beneficiario de los servicios ambientales 
que presta el ecosistema que estime afectado. Así, el análisis de los servicios ambientales debe ser 
conforme al principio de precaución, lo que significa que la ausencia de pruebas científicas que reflejen 
puntualmente los "beneficios de la naturaleza" no puede ser motivo para considerar que determinado 
ecosistema no presta un servicio ambiental, o bien, que el beneficio del ecosistema no repercute a una 
determinada persona o comunidad, máxime porque en cualquier juicio que tenga por objeto la garantía 
del derecho humano al medio ambiente debe valorarse que el paradigma de éste se basa en una idea de 
interacción compleja e, incluso, imperceptible entre los seres humanos y la naturaleza, y que toma en 
cuenta los efectos individuales y colectivos, presentes y futuros de la acción humana. Esto es, el derecho 
a un medio ambiente sano se fundamenta en una idea de solidaridad que entraña un análisis de interés 
legítimo y no de derechos subjetivos y de libertades. 
PRIMERA SALA. 
Amparo en revisión 543/2022. Luis Eduardo Pedroza García y otros. 1 de marzo de 2023. Cinco votos de 
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara 
Carrancá. Secretarios: Pablo Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa Pastrana. 
Tesis de jurisprudencia 79/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veinticuatro de mayo de dos mil veintitrés. 



Esta tesis se publicó el viernes 02 de junio de 2023 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 05 de junio de 2023, para 
los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 
 
 
Registro digital: 2026534 
Instancia: Primera Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa, Común 
Tesis: 1a./J. 80/2023 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
OMISIONES ADMINISTRATIVAS CON FUENTE EN SEDE INTERNACIONAL. PUEDEN 
RECLAMARSE MEDIANTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. 
Hechos: Diversas personas, físicas y morales, presentaron demanda de amparo indirecto en contra 
de tres autoridades encargadas de la protección del ambiente y de los recursos hídricos del Estado, 
de quienes reclamaron la omisión de adoptar medidas en aras de preservar los recursos hídricos del 
Acuífero Principal de la Región Lagunera clave 0523 en el Estado de Coahuila de Zaragoza, Región 
Hidrológico-Administrativa Cuencas Centrales del Norte. Seguida la secuela procesal 
correspondiente, el Juzgado de Distrito del conocimiento sobreseyó en el juicio por falta de interés 
legítimo de la parte quejosa. En contra de esa determinación, se interpuso recurso de revisión. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que las 
autoridades administrativas incurren en una omisión para efectos del juicio de amparo cuando hay 
incumplimiento de una obligación establecida en una disposición internacional en materia de 
derechos humanos adoptada por el Estado Mexicano. 
Justificación: Lo anterior porque: (1) cualquier omisión que viole derechos humanos es susceptible de 
hacerse justiciable por la vía de amparo, con fundamento en el artículo 1o., fracción I, de la ley de la 
materia; (2) toda afección silenciosa u omisión sobre el desarrollo programático y principialista de los 
Estados Constitucionales contemporáneos puede atribuirse a las autoridades del Estado; (3) los 
derechos humanos, con independencia de su sede –nacional o internacional–, integran el bloque de 
constitucionalidad mexicano, de conformidad con el artículo 1o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; (4) los derechos humanos son susceptibles de aplicarse directamente 
por cualquier órgano jurisdiccional; (5) los tratados internacionales deben ser aplicados directamente, 
no sólo por integrar el bloque de constitucionalidad en materia de derechos humanos, sino porque 
forman parte de la Ley Suprema de la Unión a la luz del artículo 133 constitucional; (6) de acuerdo 
con el artículo 26 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, todo tratado vigente 
obliga a las partes que los suscriben y debe ser cumplido de buena fe, razón por la cual no pueden 
invocarse normas de derecho interno para justificar su violación o incumplimiento; (7) cuando se 
combate la falta de ejercicio de las facultades de una autoridad se genera una presunción de 
inconstitucionalidad que se encuentra obligada a desvirtuar; y, (8) porque la simple inactividad de las 
autoridades del Estado puede fomentar la creación o mantenimiento de efectos jurídicos adversos al 
bloque de constitucionalidad. 
 
PRIMERA SALA. 
 
Amparo en revisión 543/2022. Luis Eduardo Pedroza García y otros. 1 de marzo de 2023. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, y la Ministra Ana 
Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Ponente: Ministro 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretarios: Pablo Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa 
Pastrana. 
 



Tesis de jurisprudencia 80/2023 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veinticuatro de mayo de dos mil veintitrés.  
Esta tesis se publicó el viernes 02 de junio de 2023 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 05 de junio de 2023, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 
 
Registro digital: 2026569 
Instancia: Segunda Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Común 
Tesis: 2a./J. 29/2023 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
INTERÉS JURÍDICO E INTERÉS LEGÍTIMO PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO. CARECEN DE ELLOS LAS PERSONAS FÍSICAS Y MORALES QUE SÓLO 
ENTREGAN PRODUCTOS, PAQUETERÍA Y/O MENSAJERÍA, ASÍ COMO LOS TERCEROS 
REPARTIDORES, PARA RECLAMAR EL ARTÍCULO 307 TER DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
CIUDAD DE MÉXICO. 
Hechos: Diversas personas físicas que se ostentaron como repartidores de plataformas digitales reclamaron la 
inconstitucionalidad del artículo 307 TER del Código Fiscal de la Ciudad de México, el cual establece que las 
personas físicas o morales que realicen actividades de intermediación, promoción o de facilitación digital a 
través de la operación y/o administración de aplicaciones y/o plataformas informáticas de control, programación 
y/o geolocalización en dispositivos fijos o móviles, para la interconexión que permita a los usuarios contactar 
con terceros oferentes de bienes, para la entrega o recepción de paquetes, alimentos, víveres o cualquier tipo 
de mercancía en territorio de la Ciudad de México, deberán pagar mensualmente por el uso y/o explotación de 
la infraestructura, una cuota por concepto de aprovechamiento. El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio al 
considerar que la parte quejosa carecía de interés legítimo para reclamar la norma. Inconforme con dicha 
sentencia, la parte quejosa interpuso recurso de revisión y la Jefa de Gobierno de la Ciudad de México 
interpuso recurso de revisión adhesiva. 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que las personas 
físicas y morales que sólo realizan la entrega de los productos, paquetería y/o mensajería, así como los 
terceros repartidores, no tienen interés jurídico ni legítimo para reclamar la inconstitucionalidad del artículo 307 
TER del Código Fiscal de la Ciudad de México. 
Justificación: El artículo 307 TER del Código Fiscal de la Ciudad de México prevé como sujeto pasivo de la 
obligación de pago ahí establecida, a las personas físicas o morales que realicen actividades de 
intermediación, promoción o de facilitación digital a través de la operación y/o administración de aplicaciones 
y/o plataformas informáticas de control, programación y/o geolocalización en dispositivos fijos o móviles, para la 
interconexión que permita a los usuarios contactar con terceros oferentes de bienes, para la entrega o 
recepción de paquetes, alimentos, víveres o cualquier tipo de mercancía en territorio de la Ciudad de México. 
En el tercer párrafo de ese precepto se dispone expresamente que el aprovechamiento ahí previsto es 
intransferible y no está sujeto a traslación, ni podrá cobrarse a los terceros oferentes o a cualquier otro tercero 
que realice la entrega de paquetes, alimentos, víveres o cualquier tipo de mercancía, mientras que su cuarto 
párrafo establece que no son sujetos de este aprovechamiento quienes realicen la entrega de los productos, 
paquetería y/o mensajería, ni los terceros repartidores. Así, del contenido de esa norma no se advierte la 
existencia de alguna obligación a cargo de un sujeto distinto al sujeto pasivo, ya que no se asigna a un tercero 
la retención, entero o cálculo del monto a cubrir, por lo que sólo existe una obligación (pago) para un sujeto 
determinado y, en consecuencia, únicamente éste tendrá interés jurídico para reclamar la inconstitucionalidad 
de ese precepto. Al respecto, si bien quienes realizan la entrega de los productos, paquetería y/o mensajería, 
así como los terceros repartidores, se encuentran en una situación diferenciada del resto de la sociedad frente 
al aprovechamiento ahí regulado (pues participan en la relación jurídica derivada de la prestación de los 
servicios realizados por plataformas digitales o tecnológicas), lo cierto es que tal calidad no evidencia un interés 
legítimo para acudir al amparo pues la afectación aducida no es actual ni real, por lo que no es jurídicamente 
relevante ya que ese aprovechamiento no recae en la comisión cobrada por los repartidores, sino sobre la que 
perciben quienes operan aplicaciones digitales, informáticas o tecnológicas. 
 
SEGUNDA SALA. 



Amparo en revisión 670/2022. Moisés Sepúlveda de la Cruz y otros. 12 de abril de 2023. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Javier Laynez Potisek y Alberto 
Pérez Dayán. Ausente: Loretta Ortiz Ahlf. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza 
Arreygue. 
Tesis de jurisprudencia 29/2023 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada 
de veinticuatro de mayo de dos mil veintitrés.  
Esta tesis se publicó el viernes 02 de junio de 2023 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 05 de junio de 2023, para los efectos 
previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 
Registro digital: 2026582 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Común 
Tesis: VI.3o.A.1 K (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
PÁGINAS DE INTERNET. SU VALORACIÓN QUEDA AL ARBITRIO DEL ÓRGANO 
JURISDICCIONAL. 
 
Hechos: En un incidente de suspensión los quejosos pretendieron acreditar su interés suspensional 
con el contenido de páginas de Internet como Spotify, YouTube, medios de comunicación, 
instituciones educativas privadas y portales análogos. 
 
Criterio jurídico: Las páginas de Internet que no tengan una regulación jurídica especial y no se 
contengan en portales dependientes de órganos del Estado, únicamente hacen prueba de su 
existencia, pero no de los hechos que ahí se consignan. Es decir, solo demuestran que en dichos 
sitios web existen plasmados textos, sonidos o videos, no así la veracidad de su contenido. 
 
Justificación: De conformidad con los artículos 211 y 217 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles, las páginas de Internet de portales privados, no oficiales, no tienen un valor tasado, sino que 
su valoración queda al arbitrio del órgano jurisdiccional. De esta manera, su contenido únicamente 
hace prueba de su existencia, pero no de los hechos que ahí se consignan, si estos no encuentran 
sustento en material probatorio diverso. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 
 
Queja 35/2023. 24 de enero de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Alfredo Soto Morales. 
Secretaria: Ofelia Trueba Domínguez. 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de junio de 2023 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



Registro digital: 2026601 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa, Civil 
Tesis: I.5o.C.53 C (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR ERROR JUDICIAL. LA RESOLUCIÓN EMITIDA POR EL 
PLENO DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE LA CIUDAD DE MÉXICO, EN UN JUICIO DE 
RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRA JUECES O MAGISTRADOS QUE DILUCIDA ESE ASPECTO, 
CONSTITUYE UN ACTO QUE PERTENECE A LA MATERIA ADMINISTRATIVA Y NO A LA CIVIL 
(LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). 
Hechos: Una persona fue condenada con pena de prisión por parte de una Sala penal del Poder 
Judicial de la Ciudad de México pero, posteriormente, derivado de la concesión de un amparo, fue 
absuelta de los cargos que se le imputaron y puesta de inmediato en libertad; con motivo de ello 
promovió un juicio de responsabilidad civil contra los Magistrados integrantes de la Sala penal que lo 
condenaron, inicialmente por negligencia o ignorancia inexcusables. El Pleno del Tribunal Superior 
de Justicia de la Ciudad de México emitió sentencia y absolvió a los Magistrados demandados de las 
prestaciones reclamadas, por lo que el actor promovió amparo directo, el cual se remitió a los 
Tribunales Colegiados de Circuito en Materia Civil. 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la sentencia emitida por el Pleno 
del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, en un juicio de responsabilidad civil contra 
Jueces o Magistrados, constituye un acto que pertenece a la materia administrativa y no a la civil, 
toda vez que tiene por objeto dilucidar la responsabilidad del Estado por error judicial. 
Justificación: Lo anterior, porque conforme a los artículos 728 a 737 del Código de Procedimientos 
Civiles para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, es posible reclamar la 
responsabilidad civil a los Jueces y Magistrados cuando, en el ejercicio de sus funciones, infrinjan las 
leyes por negligencia o ignorancia inexcusables, siempre que el juicio en que se suponga se causó el 
agravio, haya concluido por sentencia o auto firme. Esta pretensión se inscribe dentro del marco de 
la materia administrativa y no de la civil, porque aunque es verdad que el juicio se denomina "de 
responsabilidad civil" y debe ser tramitado conforme a la legislación civil adjetiva, lo cierto es que 
debemos atender a la verdadera naturaleza de la pretensión que se deduce en ese juicio, que es el 
reclamo realizado a un órgano perteneciente al Estado, para que indemnice al particular por un 
presunto daño causado en el ejercicio de sus atribuciones, lo que constituye un tipo de 
responsabilidad de carácter patrimonial que tiene por objeto analizar la conformidad del actuar de la 
persona juzgadora demandada –con independencia de la materia a la que pertenezca– frente al 
ordenamiento jurídico que rige su actuar, en el entendido de que lo fallado no alterará de ningún 
modo la resolución recaída al litigio en que se hubiere ocasionado el perjuicio; por ende, dado que el 
juicio de responsabilidad civil contra Jueces y Magistrados de la Ciudad de México, en realidad es 
una pretensión por responsabilidad patrimonial a un órgano perteneciente al Estado, la resolución 
recaída a dicho juicio pertenece a la materia administrativa, máxime que la acción respectiva debe 
estudiarse a la luz del régimen patrimonial del Estado, pues el reclamo no deriva de un agravio 
cometido por éste en un plano de igualdad frente al particular, sino en el ejercicio de su función 
jurisdiccional; además, porque en ciertos casos, la acción ejercida por el perjudicado requiere de 
analizar la oponibilidad del derecho fundamental a obtener una justa indemnización por error judicial, 
tutelado en el artículo 10 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, frente a los 
órganos jurisdiccionales del Estado. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
Amparo directo 581/2022. Brayam Reemy Israel Alvarado Medina y otros. 30 de septiembre de 2022. 
Unanimidad de votos. Ponente: Israel Flores Rodríguez. Secretario: Diego Gama Salas. 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de junio de 2023 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 


